SANCIÓN POR DESACATO/ Persiste injustificadamente el incumplimiento del fallo de tutela
“(:..) lo que muestra con evidencia el trámite incidental es que, a pesar de los requerimientos que se le hicieron a la Directora de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, a quien se le impartió la orden que debía acatar en un término de ocho días, optó por guardar silencio, asumiendo con ello una actitud despectiva frente a los jueces de la República que le mandan ejecutar funciones que le son propias y que ni siquiera tendrían por qué ser objeto de acciones de esta naturaleza.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-1113 de 2005 y T-191 de 2009. 
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Acta N° 017 de enero 19 de 2016 

Resuelve la Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, el pasado 21 de septiembre, por medio del cual se sancionó a María Eugenia Morales Castro, en calidad de Directora de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, con dos (2) días de arresto y multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por haber incumplido la orden impartida en la sentencia del 25 de mayo del presente año, en la acción de tutela que contra dicha entidad inició Jhon Fredy Tonusco Rivera. 





ANTECEDENTES

 En el fallo aludido el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada por Jhon Fredy Tonusco Rivera en torno al derecho de petición y le ordenó a la entidad demandada que en un término de ocho (8) días le respondiera de fondo la solicitud formulada el 2 de febrero de 2015.
Ante la manifestación del interesado sobre el incumplimiento, previamente se requirió a María Eugenia Morales Castro en su calidad de Directora de Reparación de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y a su inmediata superiora, quienes guardaron silencio. Por tanto, el Juzgado dispuso abrir el trámite incidental únicamente contra aquella; como no se obtuvo respuesta, vino la aludida sanción, que ahora se consulta. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se ha constituido en un referente social de trascendencia nacional, desde su ubicación constitucional en el año 1991. Tanta es su importancia, que el cumplimiento de las órdenes que en ejercicio de la misma se imparten es perentorio, so pena de que, en caso de omisión, deban enfrentar las autoridades o los particulares a quienes se les imponen, las consecuencias propias de la misma, previstas ellas en el artículo 52 del Decreto 2591, bajo cuyo tenor se puede imponer arresto hasta por seis meses y multa hasta de veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Tal omisión, sin embargo, debe obedecer a razones de orden subjetivo, es decir, que provengan del capricho, o de la manifiesta intención de sustraerse, sin una razón válida, del acatamiento de la orden del juez constitucional, lo cual debe ser valorado en cada caso, entre otras razones, porque la finalidad última del incidente es la satisfacción del derecho fundamental que se ha lesionado, antes que la sanción. 

En esta medida, la Corte Constitucional ha hecho énfasis en lo que es el objeto del incidente de desacato y el cumplimiento mismo, y en esa distinción, de tiempo atrás viene precisando que “El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales” 
.  Es decir, que se trata de un mecanismo tendiente más a garantizar el cumplimiento de una orden de tutela, que a imponer sanciones al agente que la omite y por eso la misma jurisprudencia se ha encargado de repetir que:

             

“…el desacato es una figura jurídica distinta a la del cumplimiento de la sentencia de tutela. Tal afirmación, ha sido desarrollada por esta Corporación a lo largo de su jurisprudencia, en virtud de la cual se ha puesto de presente con bastante claridad, cuáles son las diferencias existentes entre los conceptos de desacato y cumplimiento. En términos generales, se ha establecido que, todo desacato implica incumplimiento, pero no todo incumplimiento conlleva a un desacato. De manera concreta la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 2003 precisó:

“Las diferencias entre el desacato y el cumplimiento son las  siguientes: 

i.) El cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal.

ii.) La responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva.

iii.) La competencia y las circunstancias para el cumplimiento de la sentencia se basan en los artículos 27 y 23 del decreto 2591 de 1991. La base legal del desacato está en los artículos 52 y 27 del mencionado decreto. Es decir que en cuanto al respaldo normativo, existen puntos de conjunción y de diferencia.

iv.) El desacato es a petición de parte interesada; el cumplimiento es de oficio, aunque puede ser impulsado por el interesado o por el Ministerio Público.”
24.- De las anteriores diferencias se concluye que, el cumplimiento es de carácter principal pues tiene su origen en la Constitución y hace parte de la esencia misma de la acción de tutela, bastando una responsabilidad objetiva para su configuración; por su parte, el desacato es una cuestión accesoria de origen legal y para que exista se requiere una responsabilidad de tipo subjetivo consistente en que el solo incumplimiento del fallo no da lugar a la imposición de la sanción, ya que es necesario que se pruebe la negligencia de la persona que debe cumplir la sentencia de tutela.”

Por lo demás, tiene claro la Sala que en incidentes de este tipo es necesario verificar unos requisitos esenciales para que se abra paso la sanción. Precisamente, la Corte Constitucional, sobre el particular ha dicho que:
  


“Respecto a los límites, deberes y facultades del juez de tutela que conoce del incidente de desacato y en virtud de lo que hasta ahora ha sido señalado, debe reiterarse que el ámbito de acción del juez está definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente. Por lo tanto, es su deber verificar: (1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada).

 
  


Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si efectivamente se incumplió la orden impartida a través de la sentencia de tutela y, de existir el incumplimiento, debe identificar si fue integral o parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada. Finalmente, si existe responsabilidad deberá imponer la sanción adecuada – proporcionada y razonable – a los hechos.
 
 


Al momento de evaluar si existió o no el desacato, el juez debe tener en cuenta circunstancias excepcionales de fuerza mayor, caso fortuito o imposibilidad absoluta jurídica o fáctica para cumplir, las cuales deben estar siempre avaladas por la buena fe de la persona obligada. En este sentido, conviene recordar que la Corte ya ha señalado que no se puede imponer una sanción por desacato: (i) cuando la orden impartida por el juez de tutela no ha sido precisa -porque no se determinó quien debe cumplirla o su contenido es difuso-; (ii) cuando el obligado de buena fe quiere cumplir la orden pero no se le ha dado la oportunidad de hacerlo
.”

En el presente caso, lo que muestra con evidencia el trámite incidental es que, a pesar de los requerimientos que se le hicieron a la Directora de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, a quien se le impartió la orden que debía acatar en un término de ocho días, optó por guardar silencio, asumiendo con ello una actitud despectiva frente a los jueces de la República que le mandan ejecutar funciones que le son propias y que ni siquiera tendrían por qué ser objeto de acciones de esta naturaleza.

Se conoce bien de la cantidad de solicitudes que se presentan ante la entidad accionada reclamando asistencia y reparación
, pero ello no justifica, por lo menos, no en todos los casos, que a los asociados se les mantenga en una total incertidumbre sobre sus derechos; mucho menos, que una autoridad pública desdeñe la labor de los jueces constitucionales con posiciones de absoluta pasividad y hermetismo frente a incidentes de esta índole, incluso respecto de las acciones de tutela, que lo único que reflejan es su caprichoso desinterés en el cumplimiento de las órdenes que por vía judicial se le imparten.
NI siquiera con las reiteradas llamadas que se hicieron en esta sede fue posible obtener la materialización esperada, hecho que da cuenta de la absoluta desidia por parte de la entidad para acatar en debida forma las órdenes impartidas por los jueces.
Por tanto, vencidos todos los plazos que ya se han otorgado a la autoridad demandada, sin que se obrara de conformidad, por medio de la funcionaria respectiva, no queda alternativa diferente a la de confirmar la decisión de primer grado. 

DECISIÓN

En mérito de lo brevemente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia, CONFIRMA el auto proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, el pasado 21 de septiembre, por medio del cual se sancionó a María Eugenia Morales Castro, en calidad de Directora de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, dentro de la acción de tutela que promovió Jhon Fredy Tonusco Rivera. 
   




                                     Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS     
       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-191 de 2009. Ver también sentencia C-367 de 2014.


� Sentencias T-553/02 y T-368/05


� Sentencia  T-368/05


� Sentencia  T-1113/05


� Ver página de internet: htpp://www.unidadvictimas.go.co/index.php/en/





